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Resoluciones ejecutivas

RESOLUCION EJECUTIVA NUMERO 275 DE 2009
(septiembre 22)

por la cual se decide sobre una solicitud de extradición.
El Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, Delegatario de funciones 

presidenciales conforme al Decreto número 3542 del 16 de septiembre de 2009, en ejercicio 
de la facultad que le confiere el artículo 509 de la Ley 600 de 2000, y

CONSIDERANDO:
1. Que mediante Notas Verbales números 2139 del 31 de julio de 2008 y 2788 del 30 de 

septiembre de 2008, el Gobierno de los Estados Unidos de América, a través de su Embajada 
en Colombia, solicitó la detención provisional con fines de extradición del ciudadano colom-
biano Carlos Marín Guarín, conocido como “Pablo”, “Comandante Pablo” y como “Gustavo 
Aníbal Giraldo Quinchía”, requerido para comparecer a juicio por delitos federales de toma 
de rehenes (secuestro).

Esa misión diplomática mediante Nota Verbal número 3005 del 21 de octubre de 2008, 
aclaró que el nombre correcto del ciudadano requerido es Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía.

2. Que el Fiscal General de la Nación, mediante resolución del 28 de octubre de 2008, 
decretó la captura con fines de extradición del ciudadano Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 79666725, decisión que le fue notificada el 31 
de octubre de 2008, en el establecimiento carcelario donde se encontraba previamente detenido.

3. Que el Gobierno de los Estados Unidos de América, a través de su Embajada en nuestro 
país, mediante Nota Verbal número 3468 del 23 de diciembre de 2008, formalizó la solicitud 
de extradición del ciudadano colombiano Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía.

En la mencionada Nota informa:
“Como se manifestó en las notas diplomáticas de esta Embajada número 2139 y número 

2788, arriba mencionadas, Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía es el sujeto de una acusación 
dictada en el Distrito de Columbia. La Embajada ahora tiene el honor de informar al Minis-
terio que Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía también es el sujeto de una acusación adicional 
dictada igualmente en el Distrito de Columbia.

Acusación número 03-142
Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía es requerido para comparecer a juicio por delitos fede-

rales de toma de rehenes (secuestro). La Embajada tiene el honor de informar al Ministerio 
que entre la fecha de las notas diplomáticas anteriormente mencionadas número 2139 y nú-
mero 2788, mediante las cuales se solicitó la detención provisional de Giraldo Quinchía para 
propósitos de extradición, y la fecha de esta nota, la Acusación número 03-142 fue sustituida. 
La acusación sustitutiva reformó el nombre del acusado así: Carlos Marín Guarín, también 
conocido como ‘Pablo’, también conocido como ‘Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía’. De 
conformidad, Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía es ahora el sujeto de la Acusación Sustitutiva 
número 03 142 (JR), dictada el 5 de diciembre de 2008, en la Corte Distrital de los Estados 
Unidos para el Distrito de Columbia, mediante la cual se le acusa de:

-- Cargo Uno: Concierto para cometer el delito de toma de rehenes (secuestro), en violación 
del Título 18, Sección 1203 del Código de los Estados Unidos;

-- Cargo Dos: Toma de rehenes (secuestro), y ayuda y facilitación de dicho delito, en 
violación del Título 18, Secciones y (sic) 1203 y 2 del Código de los Estados Unidos; y

-- Cargo Tres: Uso de arma de fuego durante un delito de violencia, y ayuda y facilitación 
y causar la comisión de un delito, en violación del Título 18, Secciones 924 (c) y 2 del Código 
de los Estados Unidos.

(…)
Un nuevo auto de detención contra Giraldo Quinchía por estos cargos fue dictado el 5 

de diciembre de 2008, por orden de la corte arriba mencionada. Dicho auto de detención 
permanece válido y ejecutable.

(…)
Acusación número 08-359
Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía también es requerido para comparecer a juicio por 

delitos federales de toma de rehenes (secuestro), en la Corte Distrital de los Estados Unidos 
para el Distrito de Columbia. Es el sujeto de la acusación arriba mencionada dictada el 4 de 
diciembre de 2008, mediante la cual se le acusa de:

-- Cargo Uno: Concierto para cometer el delito de toma de rehenes (secuestro), en violación 
del Título 18, Sección 1203 del Código de los Estados Unidos; y

-- Cargo Dos: Toma de rehenes (secuestro), y ayuda y facilitación de dicho delito, en 
violación del Título 18, Secciones y (sic) 1203 y 2 del Código de los Estados Unidos.

Un auto de detención contra Giraldo Quinchía por estos cargos fue dictado el 4 de diciem-
bre de 2008, por orden de la corte arriba mencionada. Dicho auto de detención permanece 
válido y ejecutable.

(…)
Todas las acciones adelantadas por el acusado en este caso fueron realizadas con poste-

rioridad al 17 de diciembre de 1997...”.
4. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 514 de la Ley 600 de 2000, el 

Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Oficina Asesora Jurídica, mediante Oficio 
OAJ.E. 2662 del 26 de diciembre de 2008, conceptuó:

“... que por no existir Convenio aplicable al caso es procedente obrar de conformidad con 
el ordenamiento procesal penal colombiano”.

5. Que el Ministerio del Interior y de Justicia, mediante Oficio OFI09-477 del 13 de enero 
de 2009, remitió a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia la documentación 
traducida y autenticada, con la cual la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro 
país, formalizó la solicitud de extradición del ciudadano colombiano Gustavo Aníbal Giraldo 
Quinchía, para que fuera emitido el respectivo concepto.

6. Que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mediante providencia 
del 26 de agosto de 2009, conceptuó desfavorablemente a la solicitud de extradición del 
ciudadano Gustavo Aníbal Giraldo Quinchía.

En dicha providencia la honorable Corporación manifestó:
“5. Causas de improcedencia.
La Constitución Nacional prohíbe la extradición en los siguientes casos, (i) cuando los 

hechos que motivan la solicitud sucedieron con anterioridad al 17 de diciembre de 1997, 
(ii) cuando el delito objeto de investigación o juzgamiento es de naturaleza política, y (iii) 
cuando el solicitado es natural colombiano y el delito que se le imputa ha sido cometido en 
territorio nacional1.

(…)
5.2. Improcedencia por la naturaleza política de los ilícitos.
Los delitos de conspiración para cometer delitos de toma de rehenes, toma de rehenes y 

uso de armas en un delito de violencia, equivalentes en el ordenamiento penal colombiano a 
los delitos de concierto para cometer secuestros, secuestro extorsivo y porte ilegal de armas 
de fuego de uso privativo de las Fuerzas Armadas, imputados a Gustavo Aníbal Giraldo Quin-
chía en las Acusaciones 03-142 (JR) y CR-08-359, son de naturaza (sic) común, no política.

Sin embargo, como ya atrás se indicó, el de uso de armas de fuego queda cobijado en el 
ordenamiento interno por el delito de rebelión, que es de naturaleza política, lo cual imposi-
bilita la extradición por el mismo. Además, respecto de este delito concurre también la causal 
de improcedencia por el lugar de comisión de la conducta típica, como se verá en seguida.

5.3. Improcedencia por el lugar de los hechos.
La Constitución Política de Colombia prohíbe la extradición de nacionales cuando los 

hechos que sustentan la reclamación han sucedido en Colombia.
Se entiende que la conducta ha tenido realización en el territorio nacional cuando la acción 

y el resultado se desarrollan dentro de sus fronteras. Sobre el punto, la Corte ha sostenido:

1 Artículo 35 de la Constitución Nacional, modificado por el artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 1997, 
y 18 del Código Penal.

Ministerio del interior y de Justicia

Decretos

DECRETO NUMERO 4171 DE 2009
(octubre 29)

por el cual se asumen unas obligaciones y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y 

legales, en especial las que le confiere el parágrafo 6° del artículo 1° de la Ley 573 de 2000 y el 
artículo 32 del Decreto-ley 254 de 2000, y

CONSIDERANDO:
Que la Empresa Social del Estado Luis Carlos Galán Sarmiento fue creada mediante el 

Decreto-ley 1750 del 2003, como una categoría especial de entidad pública descentralizada del 
nivel nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrita 
al Ministerio de la Protección Social, que tiene por objeto la prestación de los servicios de salud, 
como servicio público esencial a cargo del Estado o como parte del servicio público de la seguri-
dad social, en los términos del artículo 194 de la Ley 100 de 1993, cuyo régimen presupuestal es 
el aplicable a las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, según lo dispone el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto General de la Nación, en su artículo 5°.

Que mediante el Decreto 3202 de 2007 se suprimió la Empresa Social del Estado Luis Carlos 
Galán Sarmiento y se ordenó su liquidación.

Que el Agente Liquidador de la Empresa Social del Estado Luis Carlos Galán Sarmiento en 
Liquidación, informó a este Ministerio que los activos de la Empresa en liquidación resultaron 
insuficientes para pagar el total de los gastos administrativos laborales, el pasivo pensional de la 
empresa, así como para pagar reclamaciones laborales reconocidas oportunas y extemporáneas 
y el pasivo cierto no reclamado laboral,

DECRETA:
Artículo 1°. En virtud del presente decreto la Nación asume el valor de las obligaciones 

laborales reconocidas insolutas a cargo de la Empresa Social del Estado Luis Carlos Galán Sar-
miento en liquidación, únicamente por concepto del valor de la normalización pensional aprobado 
por la entidad ante la cual se surtió dicho mecanismo, las obligaciones laborales oportunas y 
extemporáneas, las obligaciones laborales clasificadas en el pasivo cierto no reclamado y las 
clasificadas como gastos administrativos laborales.

Las obligaciones laborales cuyo valor es asumido por la Nación corresponderán exclusiva-
mente a aquellas que se encuentran incorporadas como tales en el contrato de fiducia mercantil 
suscrito por la entidad en liquidación, en cumplimiento del artículo 35 del Decreto-ley 254 de 
2000 modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006. El valor de la normalización pen-
sional asumido es aquel que hace parte del Convenio suscrito por la empresa en liquidación y 
la entidad ante la cual se surtió dicho mecanismo.

El valor de las obligaciones laborales a que hace referencia el presente artículo, será asumido 
por la Nación luego de descontada la totalidad de recursos de activos líquidos o no líquidos que 
la empresa en liquidación haya trasladado al Patrimonio Autónomo de Remanentes al finalizar el 
proceso de liquidación, en cumplimiento de las normas vigentes sobre liquidación de entidades 
públicas.

La asunción del valor de los pasivos laborales incluye los aportes a la seguridad social sólo 
por concepto de pensiones y de salud.

Esta asunción excluye cualquier otra obligación de la Empresa Social del Estado Luis Carlos 
Galán Sarmiento en liquidación que esté determinada o pueda determinarse.

Parágrafo. Los recursos para el pago de las obligaciones laborales cuyo valor asume la Nación 
de conformidad con el presente artículo serán girados por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público a la entidad fiduciaria contratada por la entidad en liquidación, de conformidad con el 
artículo 35 del Decretoley 254 de 2000 modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, 
para lo cual en el contrato de fiducia mercantil se incluirán las previsiones correspondientes.

Los recursos de la normalización pensional serán girados por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público a la entidad que será la obligada frente a los beneficiarios para realizar los 
pagos correspondientes.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 29 de octubre de 2009.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.

DECRETO NUMERO 4172 DE 2009
(octubre 29)

por el cual se asumen unas obligaciones y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y 

legales, en especial las que le confiere el parágrafo 6° del artículo 1° de la Ley 573 de 2000 y el 
artículo 32 del Decreto-ley 254 de 2000, y

CONSIDERANDO:
Que la Empresa Social del Estado Francisco de Paula Santander fue creada mediante el 

Decreto-ley 1750 del 2003, como una categoría especial de entidad pública descentralizada del 
nivel nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrita 
al Ministerio de la Protección Social, que tiene por objeto la prestación de los servicios de salud, 
como servicio público esencial a cargo del Estado o como parte del servicio público de la seguri-
dad social, en los términos del artículo 194 de la Ley 100 de 1993, cuyo régimen presupuestal es 
el aplicable a las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, según lo dispone el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto General de la Nación, en su artículo 5°.

Que mediante el Decreto 810 de 2008 se suprimió la Empresa Social del Estado Francisco 
de Paula Santander y se ordenó su liquidación.

Que el Agente Liquidador de la Empresa Social del Estado Francisco de Paula Santander en 
Liquidación, informó a este Ministerio que los activos de la Empresa en liquidación resultaron 
insuficientes para pagar el total del pasivo pensional de la empresa, así como para pagar reclama-
ciones laborales reconocidas oportunas y extemporáneas y el pasivo cierto no reclamado laboral,

DECRETA:
Artículo 1°. En virtud del presente decreto la Nación asume el valor de las obligaciones 

laborales reconocidas insolutas a cargo de la Empresa Social del Estado Francisco de Paula 
Santander en liquidación, únicamente por concepto del valor de la normalización pensional 
aprobado por la entidad ante la cual se surtió dicho mecanismo, las obligaciones laborales opor-
tunas y extemporáneas y las obligaciones laborales clasificadas en el pasivo cierto no reclamado.

Las obligaciones laborales cuyo valor es asumido por la Nación corresponderán exclusiva-
mente a aquellas que se encuentran incorporadas como tales en el contrato de fiducia mercantil 
suscrito por la entidad en liquidación, en cumplimiento del artículo 35 del Decreto-ley 254 de 
2000 modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006. El valor de la normalización pen-
sional asumido es aquel que hace parte del Convenio suscrito por la empresa en liquidación y 
la entidad ante la cual se surtió dicho mecanismo.

El valor de las obligaciones laborales a que hace referencia el presente artículo, será asumido 
por la Nación luego de descontada la totalidad de recursos de activos líquidos o no líquidos que 
la empresa en liquidación haya trasladado al Patrimonio Autónomo de Remanentes al finalizar el 
proceso de liquidación, en cumplimiento de las normas vigentes sobre liquidación de entidades 
públicas.

La asunción del valor de los pasivos laborales incluye los aportes a la seguridad social sólo 
por concepto de pensiones y de salud.

Esta asunción excluye cualquier otra obligación de la Empresa Social del Estado Francisco 
de Paula Santander en liquidación que esté determinada o pueda determinarse.

Parágrafo. Los recursos para el pago de las obligaciones laborales cuyo valor asume la Nación 
de conformidad con el presente artículo serán girados por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público a la entidad fiduciaria contratada por la entidad en liquidación, de conformidad con el 
artículo 35 del Decretoley 254 de 2000 modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, 
para lo cual en el contrato de fiducia mercantil se incluirán las previsiones correspondientes.

Los recursos de la normalización pensional serán girados por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público a la entidad que será la obligada frente a los beneficiarios para realizar los 
pagos correspondientes.

Ministerio de Hacienda y Crédito Público
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Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a  29 de octubre de 2009.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.

Ministerio de  Ambiente, Vivienda  
y Desarrollo Territorial

Resoluciones

RESOLUCION NUMERO 2079 DE 2009
(octubre 27)

por medio de la cual se declara reserva, delimita y alindera el Parque Nacional Natural 
Yaigoje Apaporis.

El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial de las conferidas en el artículo 334 del Decreto-ley 2811 de 
1974, el artículo 5° numeral 18 de la Ley 99 de 1993, en consonancia con el artículo 6° numeral 
11 del Decreto-ley 216 de 2003, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con los artículos 7° y 8° de la Constitución Política el Estado reconoce 

y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana y las riquezas culturales y 
naturales de esta;

Que de acuerdo a lo establecido en los artículo 79 y 80 de la Constitución Política, son de-
beres constitucionales del Estado, entre otros, proteger la diversidad e integridad del ambiente; 
conservar las áreas de especial importancia ecológica; planificar el manejo y aprovechamiento 
de los recursos naturales para garantizar su conservación y restauración, prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones y exigir la reparación de los daños causados;

Que el Constituyente en el artículo 63 atribuyó a los Parques Naturales las mismas prerro-
gativas de los bienes de uso público: inalienables, imprescriptibles e inembargables; calificados 
como áreas de especial importancia ecológica, de donde se deriva un deber más estricto de con-
servación del Estado, ya que únicamente son admisibles usos compatibles con su conservación, 
según pronunciamiento de la Corte Constitucional en Sentencia C-649 de 1997;

Que el artículo 327 del Decreto-ley 2811 de 1974 –Código Nacional de los Recursos Na-
turales Renovables y Protección al Medio Ambiente–, define el Sistema de Parques Nacionales 
Naturales como el “conjunto de áreas con valores excepcionales para el patrimonio nacional que, 
en beneficio de los habitantes de la Nación y debido a sus características naturales, culturales 
o históricas, se reserva y declara comprendida en cualquiera de las categorías que adelante 
se enumeran”;

Que el artículo 328 ibídem establece entre las finalidades del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales, la de conservar valores sobresalientes de fauna y flora, paisajes o reliquias históricas, 
culturales o arqueológicas, para darles un régimen especial de manejo, fundado en una planea-
ción integral, con principios ecológicos; y evitar su deterioro por la alteración de los sistemas 
culturales de conocimiento y manejo asociados con ellos, contribuyendo a la preservación del 
patrimonio de la humanidad; 

Que el artículo 329 ibídem, establece que el Sistema de Parques Nacionales Naturales tendrá 
los siguientes tipos de áreas: Parque Nacional, Reserva Natural, Area Natural Unica, Santuario 
de Flora, Santuario de Fauna y Vía Parque;

Que conforme a los artículos 13 de la Ley 2ª  de 1959, 334 del Decreto-ley 2811 de 1974, 
6º del Decreto Reglamentario 622 de 1977, 5 numeral 18 de la Ley 99 de 1993 y 6º numeral 
11 del Decreto-ley 216 de 2003, corresponde al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, declarar, reservar, delimitar y alinderar, las áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales,  previo concepto de la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales; 

 Que para efecto de la declaratoria de las áreas del Sistema de Parques, la Unidad Admi-
nistrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, está facultada a la luz de lo 
dispuesto en el artículo 19 numeral 3 del Decreto-ley 216 de 2003, para coordinar este proceso 
y elaborar los estudios técnicos y científicos necesarios;

Que el Convenio 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo –OIT–, adoptado 
mediante la Ley 21 de 1991, hace parte del ordenamiento jurídico colombiano, en virtud de los 
artículos 93 y 94 de la Constitución Política de 1991, insta a los Gobiernos a que desarrollen 
medidas que protejan los derechos de comunidades indígenas y tribales;

Que el artículo 1º numeral 2 de la Ley 99 de 1993, consagró entre los principios generales 
orientadores de la política ambiental colombiana, la protección prioritaria y el aprovechamiento 
en forma sostenible de la biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la 
humanidad; 

Que Colombia aprobó el Convenio sobre la Diversidad Biológica mediante la  Ley 165 de 
1994, en cuyo artículo 8º, promueve el establecimiento de un sistema de áreas protegidas; la 
protección de ecosistemas, hábitats naturales y el mantenimiento de poblaciones viables de es-
pecies en entornos naturales; la recuperación de especies amenazadas y, el respeto, preservación 
y mantenimiento de los conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas 
que tienen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible 
de la diversidad biológica, como estrategias de conservación in situ;

Que mediante Decisión VII/28, la Conferencia de las Partes del Convenio de Diversidad Bio-
lógica, aprobó el Programa de Trabajo de Areas Protegidas, el cual señala que el establecimiento, 
gestión y vigilancia de las áreas protegidas debe realizarse con la participación plena y efectiva 
de las comunidades indígenas, respetando sus derechos de acuerdo con la legislación nacional 
y las obligaciones internacionales aplicables. Al mismo tiempo alienta al establecimiento de 
áreas protegidas que beneficien a las comunidades indígenas y locales, respetando, preservando 
y manteniendo sus conocimientos tradicionales; el establecimiento de políticas e instrumentos 
con la participación de las comunidades indígenas, para facilitar el reconocimiento legal y la 
administración eficaz de las áreas conservadas por estas comunidades, de manera que se logre 
el objetivo de conservar tanto la diversidad biológica, como los conocimientos, innovaciones y 
prácticas de las comunidades indígenas, entre otras acciones;

Que la Conferencia de las Partes del Convenio sobre la Diversidad Biológica, mediante 
Decisión VII/12, adoptó los Principios y Directrices de Addis Abeba, orientados a garantizar 
que la sustentabilidad del uso de los componentes de la diversidad biológica aumente con su 
aplicación, y en especial llama a las partes a practicar la gestión de los componentes de la di-
versidad biológica con base en “la ciencia y el conocimiento tradicional y local”, logrando que 
mediante instrumentos legales internacionales y nacionales, los usuarios locales estén dotados 
de suficiente poder y apoyados por derechos para asumir la responsabilidad del uso de los re-
cursos concernientes;

Que la Estrategia Regional de Biodiversidad para los Países del Trópico Andino, aprobada 
mediante la Decisión 523 de 2002 de la Comunidad Andina de Naciones, reconoce que entre los 
conocimientos y las prácticas tradicionales, existen relaciones indisolubles, pues los primeros nacen, 
se recrean e innovan a partir de las prácticas cotidianas de aprovechamiento de la biodiversidad, 
y ambos, son inseparables del hábitat en que se desarrollan y de la cultura a la que pertenecen. 
Por ello, dentro del objetivo III, esta Estrategia propone proteger y fortalecer los conocimientos, 
innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas, afroamericanas y locales con base en el 
reconocimiento de sus derechos, entre otras acciones, mediante la consolidación de sus capaci-
dades para lograr esa protección, revertir el proceso de pérdida de sus propios conocimientos, y 
contribuir activamente a la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica;

Que el Sistema de Parques Nacionales Naturales se inscribe dentro de las áreas protegidas 
del país, por lo que el Convenio de Diversidad Biológica y su Programa de Trabajo de áreas 
protegidas, constituyen un marco vinculante para el desarrollo de dicho Sistema;

 Que en el marco del Convenio de la Diversidad Biológica, el país asumió el compromiso 
internacional de consolidar un Sistema Nacional de Areas Protegidas y la declaratoria de área 
públicas es una acción estratégica para ello, que además ha sido planteada en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2006 – 2010, con miras a contribuir a cumplir los objetivos y metas de conservación 
de biodiversidad del país;  

Que la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales formuló 
la Política de Participación Social en la Conservación mediante la cual  identificó y concertó 
los siguientes objetivos generales de conservación del país, a los cuales se apunta con distintas 
estrategias entre ellas, la declaratoria de áreas protegidas: 

1.  Asegurar la continuidad de los procesos ecológicos y evolutivos naturales para mantener 
la diversidad biológica.

2. Garantizar la oferta de bienes y  servicios ambientales esenciales para el bienestar humano.
3. Garantizar la permanencia del medio natural, como fundamento de la integridad y pervi-

vencia de las culturas tradicionales del país. 
Que el entonces Instituto Colombiano para la Reforma Agraria –Incora– mediante las 

Resoluciones 035 del 8 de abril de 1988 y 006 del 11 de mayo de 1998 constituyó y amplió, 
respectivamente, el Resguardo Indígena Yaigoje Apaporis, localizado en jurisdicción de los co-
rregimientos departamentales de Mirití-Paraná, La Victoria (Pacoa) y  La Pedrera y el municipio 
de Taraira, departamentos de Amazonas y Vaupés;

Que la Asociación de Capitanes Indígenas del Yaigoje Apaporis –Aciya–1, el 17 de marzo 
de 2008, solicitó al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, la creación de 
un Parque Nacional Natural en el territorio del Resguardo Yaigoje – Apaporis, con miras a for-
talecer los mecanismos de protección y conservación integral de este territorio y, en particular, 
salvaguardar el patrimonio cultural material e inmaterial de los pueblos indígenas Makuna, 
Tanimuka, Letuama, Cabiyari, Barazano, Yujup-maku y Yauna, asociados a la conservación, 
uso y manejo del mismo;

Que los grupos indígenas relacionados anteriormente, conforman un mismo núcleo cultural 
por la identificación de modelos cognitivos semejantes, por la cercanía geográfica y por la ex-
plotación de un mismo nicho ecológico conformando el denominado “Complejo Cultural del 
Vaupés”, el cual se ubica dentro de las cuencas de los ríos Vaupés y Apaporis y de sus zonas 

1	 Entidad de carácter público especial inscrita mediante Resolución 0135 de 2002, emanada de la Di-
rección General de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, representativa de las autoridades 
públicas indígenas del Resguardo Yaigoje Apaporis, regida por lo dispuesto en el artículo 56 transitorio 
de la Constitución Política y del Decreto 1088 de 1993.
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